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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 48/2025.

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.

VISTO BUENO

SRA. MINISTRA

PONENTE: MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA.

COTEJÓ

SECRETARIO AUXILIAR: RAFAEL JESÚS ORTEGA GARCÍA.

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al diez de noviembre de dos mil veinticinco, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 48/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra del artículo 23, fracción IV, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el Decreto No. 220, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el catorce de marzo de dos mil veinticinco.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Escrito inicial. Por escrito recibido el once de abril de dos mil veinticinco en el Buzón Judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, promovió la presente acción de inconstitucionalidad en la que solicitó la invalidez del artículo 23, fracción IV, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el Decreto No. 220, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el catorce de marzo de dos mil veinticinco.

2.
Registro y turno. Por acuerdo de catorce de abril de dos mil veinticinco, la Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación formó y registró el expediente relativo con el número 48/2025, y lo turnó al Ministro Alberto Pérez Dayán para que instruyera el procedimiento correspondiente.

3.
Admisión. Mediante acuerdo de veintitrés de abril de dos mil veinticinco, el Ministro instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad y ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Chiapas, a fin de que rindieran sus informes, requiriendo a este último el envío de un ejemplar o copia certificada del Periódico Oficial del Estado en el que se hubiera publicado la norma impugnada. Asimismo, ordenó dar vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo Federal, a efecto de que formularan las manifestaciones que estimaran pertinentes.

4.
Informes. Mediante acuerdo de dieciséis de mayo de dos mil veinticinco, el Ministro instructor tuvo por rendido el informe del Poder Ejecutivo del Estado de Chiapas y, por auto de dieciocho de junio del mismo año, el correspondiente al Poder Legislativo de dicha entidad federativa.

5.
Pedimento y manifestaciones. La Fiscalía General de la República se abstuvo de formular pedimento y la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo Federal de realizar manifestaciones.
6.
Cierre de instrucción. Por acuerdo de veintiséis de junio de dos mil veinticinco, el Ministro instructor declaró cerrada la instrucción a efecto de proceder a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.
7.
Returno. El uno de septiembre de dos mil veinticinco tomaron protesta las nuevas Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En consecuencia, mediante acuerdo de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Ministro Presidente de este Alto Tribunal turnó el asunto a la Ministra Sara Irene Herrerías Guerra para que instruyera el procedimiento correspondiente. Lo anterior, con fundamento en los artículos 24 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; 20, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro; y SEXTO Transitorio del del Acuerdo General 1/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que regula la recepción, registro y turno de los asuntos de su competencia
.

I. COMPETENCIA

8.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, así como el Punto Segundo, fracción II
, del Acuerdo General 2/2025 (12a) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales.

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS

9.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, corresponde precisar las normas que serán objeto de análisis en la presente acción de inconstitucionalidad.

10.
En este caso, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos solicitó la invalidez del artículo 23, fracción IV, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el Decreto No. 220, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el catorce de marzo de dos mil veinticinco. En consecuencia, se tiene por efectivamente impugnada dicha disposición normativa.

III. OPORTUNIDAD

11.
Conforme al artículo 60, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio oficial correspondiente y, en caso de que el último día del plazo sea inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.

12.
En el presente caso, el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió del sábado quince de marzo al domingo trece de abril de dos mil veinticinco, toda vez que la norma impugnada fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas el viernes catorce de marzo de dos mil veinticinco. En consecuencia, si el escrito de la acción de inconstitucionalidad fue recibido en el Buzón Judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el viernes once de abril de dos mil veinticinco, resulta indudable que su presentación fue oportuna.

IV. LEGITIMACIÓN

13.
En términos del artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos está legitimada para promover este medio de control constitucional en contra de normas generales expedidas por las legislaturas de las entidades federativas que vulneren derechos humanos consagrados en la Constitución Federal o en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

14.
Ahora bien, en el presente caso se impugna una disposición de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas. En ese sentido, si bien la Constitución Federal no prevé de manera expresa a las Constituciones Locales como sujetas a este medio de control constitucional, lo cierto es que el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que la acción de inconstitucionalidad procede contra normas generales, comprendiendo dentro de dicha expresión todas aquellas disposiciones de carácter general y abstracto provenientes de órganos legislativos.

15.
De estimar lo contrario, se podría llegar a sostener que las Constituciones de las entidades federativas no están sujetas al contenido de la Constitución Federal, lo cual resulta inadmisible, pues conforme al contenido de los artículos 40, 41 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, si bien los Estados son libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, sus Constituciones “en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal”.

16.
En ese contexto, la invalidez de la norma general emitida por la Legislatura del Estado de Chiapas fue demandada mediante escrito suscrito por María del Rosario Piedra Ibarra, quien acreditó su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos con copia certificada del Acuerdo de designación expedido por el Senado de la República el doce de noviembre de dos mil veinticuatro.

17.
Además, la acción de inconstitucionalidad se promovió con fundamento en el artículo 15, fracción XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
, que faculta a la persona titular de la Presidencia para interponer acciones de inconstitucionalidad en contra de normas generales expedidas por las legislaturas de las entidades federativas que vulneren derechos humanos.

18.
En consecuencia, se concluye que la acción fue promovida por persona legítimamente facultada para ello.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

19.
El Poder Legislativo del Estado de Chiapas sostiene que la acción de inconstitucionalidad resulta improcedente, toda vez que el artículo 23, fracción IV, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas no sufrió modificación alguna respecto a la temporalidad de la suspensión de los derechos de la ciudadanía con motivo de la reforma publicada en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el catorce de marzo de dos mil veinticinco. Afirma que dicha reforma únicamente incorporó los cargos de elección popular de jueza o juez, magistrada o magistrado del Tribunal Superior de Justicia, y magistrada o magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial, con el propósito de armonizar la normativa local con el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia del Poder Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de septiembre de dos mil veinticuatro. En consecuencia, considera que no se actualiza un nuevo acto legislativo que justifique la procedencia de la presente acción de inconstitucionalidad, por lo que la presentación de la acción de inconstitucionalidad resulta extemporánea.

20.
Para analizar la causa de improcedencia planteada, conviene precisar, en primer término, que en integraciones anteriores este Tribunal Pleno había sostenido que, para considerar que se está en presencia de un nuevo acto legislativo —para efectos de su impugnación o del sobreseimiento por cesación de efectos en una acción de inconstitucionalidad— debían concurrir, al menos, los siguientes dos aspectos: a) que se hubiera llevado a cabo un proceso legislativo (criterio formal), y b) que la modificación normativa fuese sustantiva o material
.

21.
Sin embargo, desde una nueva óptica interpretativa, este Tribunal Pleno consideró necesario abandonar dicho criterio y adoptar un criterio híbrido
, conforme al cual, un nuevo acto legislativo debe entenderse de forma distinta si se evalúa la oportunidad para la impugnación de normas generales en una acción de inconstitucionalidad, o si se analiza, en sentencia, la cesación de efectos de la norma impugnada en este medio de control constitucional.

22.
Así, conforme a este criterio híbrido sobre el nuevo acto legislativo:

(
Para determinar si es oportuna la impugnación de una norma general, será suficiente que se agote el procedimiento legislativo en todas sus etapas para considerar que existe un nuevo acto legislativo. Es decir, será innecesario verificar que existió una modificación en el sentido o el alcance de la norma para poder entrar a su estudio. De este modo, el hecho de que la reforma haya implicado sólo un cambio de numeración, una reiteración del contenido de la norma anterior o, en general, cualquier modificación en aspectos secundarios, no será un obstáculo para que la Corte analice la constitucionalidad de la norma.
(
Para determinar si debe sobreseerse por cesación de efectos respecto de la norma impugnada, es insuficiente que se agote el procedimiento legislativo en todas sus etapas para considerar que existe un nuevo acto legislativo. Sino que además es necesario que se modifique el contenido o alcance de la norma impugnada. De esta manera, si una vez promovida la acción de inconstitucionalidad, el precepto combatido es reformado, pero únicamente se recorre a otra fracción, se modifica el número del artículo o se reproduce íntegramente el contenido de la norma impugnada, ello no será un impedimento para que la Corte analice la constitucionalidad de la norma originalmente cuestionada.

23.
En consecuencia, conforme al criterio híbrido adoptado por este Tribunal Pleno, para determinar si en el presente caso se actualiza la causa de improcedencia hecha valer por el Poder Legislativo del Estado de Chiapas, consistente en que la demanda fue presentada de manera extemporánea, únicamente corresponde examinar si, al emitir la norma impugnada, se agotaron todas las etapas del procedimiento legislativo, a fin de determinar si existe un nuevo acto legislativo.

24.
A juicio de este Tribunal Pleno, en el caso sí se actualiza la existencia de un nuevo acto legislativo, ya que se llevaron a cabo las diferentes fases del procedimiento legislativo hasta culminar con la publicación de la norma general impugnada. En efecto, la modificación del artículo 23, fracción IV, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, entre otras disposiciones, derivó de la iniciativa presentada por los diputados Luis Ignacio Avendaño Bermúdez y Mario Francisco Guillén Guillén, integrantes de la Sexagésima Novena Legislatura del Congreso del Estado de Chiapas, la cual fue turnada a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para su análisis, discusión y dictamen.

25.
Una vez elaborado el dictamen correspondiente, el once de marzo de dos mil veinticinco, éste fue sometido a discusión ante el Pleno del Congreso del Estado de Chiapas, tanto en lo general como en lo particular, y en votación nominal resultó aprobado con veintinueve votos a favor, cero abstenciones y cuatro en contra.

26.
Posteriormente, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas
, la minuta proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones constitucionales en materia de reforma del Poder Judicial fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de fecha once de marzo de dos mil veinticinco, y se remitió la documentación correspondiente a los Ayuntamientos para los efectos constitucionales conducentes.

27.
Recibidas las actas de cabildo de los ayuntamientos de la entidad, en sesión extraordinaria de la Comisión Permanente del Congreso del Estado, celebrada el trece de marzo de dos mil veinticinco, se realizó el cómputo respectivo, declarando la recepción de ciento seis actas de cabildo de igual número de ayuntamientos, en las que consta la aprobación de la minuta de reforma constitucional.

28.
Finalmente, el decreto que contiene la norma general impugnada fue publicado en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas el catorce de marzo de dos mil veinticinco.

29.
En virtud de lo anterior, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que la causa de improcedencia hecha valer resulta infundada, por lo que corresponde proceder al estudio de fondo de los conceptos de invalidez planteados en la demanda.

VI. ESTUDIO DE FONDO

30.
Norma impugnada. El texto de la disposición normativa impugnada es el siguiente:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS

Artículo 23. Los derechos derivados de la ciudadanía chiapaneca pueden suspenderse:
[…]

IV. Por negarse a desempeñar a una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación, gubernatura, cargo de Jueza, Juez, Magistrada o Magistrado del Tribunal Superior de Justicia; y Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial; esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar. […]”

[Énfasis añadido]

31.
Conceptos de invalidez. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos argumenta que la disposición normativa impugnada contraviene el artículo 38, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que faltar a la obligación de desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas dará lugar a la suspensión de los derechos de la ciudadanía por el plazo de un año.

32.
En ese sentido, refiere que la Constitución Federal ya prevé de manera expresa la temporalidad en que podrán suspenderse los derechos de la ciudadanía por no desempeñar un cargo de elección popular, sin perjuicio de que el último párrafo del artículo 38 constitucional reconozca la posibilidad de que las leyes regulen otros supuestos de pérdida y suspensión de tales derechos, así como las formas de rehabilitación, pues precisa que esta potestad únicamente se refiere a hipótesis no contempladas expresamente en la propia Constitución.

33.
Así, el planteamiento se sustenta en la premisa de que la facultad de creación normativa a cargo de los órganos depositarios de la función legislativa tiene límites claramente identificados: los derechos humanos y los mandatos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

34.
Por ende, conforme al principio de supremacía constitucional, la Comisión argumenta que no resulta válido que el Estado de Chiapas modifique el plazo de suspensión de los derechos o prerrogativas de la ciudadanía.

35.
Asimismo, señala que el plazo establecido por la legislatura local resulta desproporcionado, en tanto permite suspender los derechos de la ciudadanía por un periodo excesivamente amplio, lo que genera un impacto negativo en el ejercicio de diversos derechos de naturaleza política.

36.
En ese sentido, sostiene que la suspensión de derechos ciudadanos prevista en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, con motivo de la negativa a desempeñar un cargo de elección popular, no constituye una medida apta, idónea ni necesaria para alcanzar los fines constitucionales que se persiguen.

37.
Informe del Poder Legislativo del Estado de Chiapas. Dicha autoridad afirma que la norma impugnada es válida, necesaria e idónea, en la medida en que tiene como finalidad preservar las bases de la decisión electoral, así como garantizar la integración y el funcionamiento de los cargos de elección directa a los que se refiere.

38.
Cuestiones jurídicas por resolver. Conforme al planteamiento formulado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, corresponde a este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinar si la suspensión de los derechos políticos, prevista en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas para el supuesto de incumplimiento del deber ciudadano de desempeñar un cargo de elección popular, debe ser compatible con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en caso contrario, si dicha disposición supera un análisis de proporcionalidad.

39.
Para tal efecto, resulta pertinente atender al contenido de los preceptos constitucionales siguientes:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. […]
Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal, compuesta por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental. […]

Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal. […]

Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas”.

40.
De acuerdo con dichos preceptos, todas las personas que se encuentren en los Estados Unidos Mexicanos gozarán de los derechos humanos reconocidos por la Constitución y por los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección. El ejercicio de tales derechos no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución establece.

41.
Del contenido de dichos preceptos se desprende también el principio de supremacía constitucional, conforme al cual, si bien el Estado mexicano se organiza como una República representativa, democrática, laica y federal, integrada por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, así como por la Ciudad de México, en los términos establecidos por sus respectivas Constituciones Locales, lo cierto es que todas ellas se encuentran sujetas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera que en ningún caso pueden contravenir las disposiciones previstas en ésta.

42.
En ese sentido, si bien es cierto que los Congresos Estatales tienen libertad configurativa para regular ciertas materias, también lo es que aquélla se encuentra limitada por los mandatos constitucionales y los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano, de conformidad con el artículo 1o. constitucional
.

43.
Adicionalmente, este Tribunal Pleno estima conveniente transcribir el contenido de los siguientes preceptos constitucionales:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 30.- La nacionalidad mexicana se adquiere por nacimiento o por naturalización.

A).- Son mexicanos por nacimiento:

I.- Los que nazcan en territorio de la República, sea cual fuere la nacionalidad de sus padres.

II.- Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos, de madre mexicana o de padre mexicano;

III.- Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos por naturalización, de padre mexicano por naturalización, o de madre mexicana por naturalización, y

IV.- Los que nazcan a bordo de embarcaciones o aeronaves mexicanas, sean de guerra o mercantes.

B).- Son mexicanos por naturalización:

I.- Los extranjeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones carta de naturalización.

II.- La mujer o el varón extranjeros que contraigan matrimonio con varón o con mujer mexicanos, que tengan o establezcan su domicilio dentro del territorio nacional y cumplan con los demás requisitos que al efecto señale la ley.

Artículo 34.- Son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos:

I.- Haber cumplido 18 años, y

II.- Tener un modo honesto de vivir.

Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía:

I.- Votar en las elecciones populares;

II.- Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;

III.- Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos del país;

IV.- Tomar las armas en la Fuerza Armada permanente o en los cuerpos de reserva, para la defensa de la República y de sus instituciones, en los términos que prescriben las leyes;

V.- Ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición.

VI.- Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley;

VII.- Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos que señalen esta Constitución y la Ley del Congreso. El Instituto Nacional Electoral tendrá las facultades que en esta materia le otorgue la ley;

VIII.- Votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia nacional o regional, las que se sujetarán a lo siguiente: […]

IX.- Participar en los procesos de revocación de mandato.

Artículo 36.- Son obligaciones del ciudadano de la República:

I.- Inscribirse en el catastro de la municipalidad, manifestando la propiedad que el mismo ciudadano tenga, la industria, profesión o trabajo de que subsista; así como también inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los términos que determinen las leyes.

La organización y el funcionamiento permanente del Registro Nacional de Ciudadanos y la expedición del documento que acredite la ciudadanía mexicana son servicios de interés público, y por tanto, responsabilidad que corresponde al Estado y a los ciudadanos en los términos que establezca la ley;

II.- Formar parte de los cuerpos de reserva en términos de ley;

III.- Votar en las elecciones, las consultas populares y los procesos de revocación de mandato, en los términos que señale la ley;

IV.- Desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas, que en ningún caso serán gratuitos; y

V.- Desempeñar los cargos concejiles del municipio donde resida, las funciones electorales y las de jurado.

Artículo 38.- Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden:
I.- Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las obligaciones que impone el artículo 36. Esta suspensión durará un año y se impondrá además de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley;
[…]

La ley fijará los casos en que se pierden, y los demás en que se suspenden los derechos de ciudadano, y la manera de hacer la rehabilitación.

44.
Los preceptos referidos establecen los criterios para definir las formas de adquisición de la nacionalidad mexicana y las obligaciones que ésta implica, así como las condiciones para gozar de la ciudadanía mexicana, los derechos que dicho estatus confiere y las obligaciones que conlleva. Asimismo, contemplan distintos supuestos cuyo incumplimiento genera la suspensión de los derechos ciudadanos.

45.
Entre los derechos que el texto constitucional reconoce a la ciudadanía mexicana se encuentran los siguientes: a) votar y ser votado en las elecciones populares; b) asociarse de manera pacífica para tomar parte en los asuntos políticos; c) tomar las armas en la Fuerza Armada permanente o en los cuerpos de reserva; d) ejercer el derecho de petición; e) ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público; f) iniciar leyes; g) participar en consultas populares; e h) intervenir en los procesos de revocación de mandato.

46.
En cuanto a las obligaciones de la ciudadanía, resulta particularmente relevante para este asunto lo dispuesto en la fracción IV del artículo 36 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece el deber de desempeñar los cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas, cuyo incumplimiento, sin causa justificada, conlleva una sanción consistente en la suspensión de los derechos políticos por un año. Dicha sanción se encuentra prevista en la fracción I del artículo 38 del propio texto constitucional.

47.
En ese sentido, el artículo 38, fracción I, de la Constitución Federal no reconoce un derecho fundamental ni una prerrogativa, sino que establece una restricción constitucional al ejercicio de los derechos de la ciudadanía
.

48.
Cabe señalar que, si bien la fracción I y el último párrafo del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos facultan a las entidades federativas para regular otras penas por el incumplimiento, sin causa justificada, de las obligaciones previstas en el artículo 36 constitucional, así como para establecer los casos en que se pierden o suspenden los derechos de ciudadanía y la forma en que procede su rehabilitación, dicho precepto debe interpretarse de manera armónica con el artículo 1° constitucional, en el entendido de que en ningún caso pueden ampliarse las restricciones a los derechos de la ciudadanía más allá de lo expresamente previsto por la Constitución Federal.

49.
Además, los artículos 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
 establecen que el ejercicio de estos derechos no puede estar sujeto a restricciones indebidas.

50.
En este orden de ideas, dado que en el presente asunto la Comisión Nacional de los Derechos Humanos demandó la invalidez de una norma general del Estado de Chiapas, es pertinente examinar la forma en que estos aspectos se regulan en esa entidad federativa.

51.
La ciudadanía chiapaneca se reconoce a quienes nazcan en el Estado de Chiapas, así como a las mujeres y los hombres mexicanos que hayan residido en el Estado por un periodo de más de cinco años consecutivos
.

52.
Entre los derechos que el texto de la Constitución Local reconoce a su ciudadanía, se encuentran los siguientes: a) votar y ser votada en las elecciones populares; b) intervenir en todos los procesos de participación ciudadana; c) a ser preferidas, cuando exista igualdad de condiciones, frente a quienes no lo sean para desempeñar cualquier cargo o comisión; d) tomar parte en los asuntos políticos del estado mediante la formulación de peticiones y la asociación libre y pacífica; e) exigir la transparencia y publicidad en los actos de los poderes públicos; y f) participar en las consultas relativas al presupuesto participativo
.

53.
Sin embargo, el ordenamiento en comento también prevé una serie de obligaciones para quien detente dicha ciudadanía, entre las que se encuentra la consistente en desempeñar los cargos de elección popular en los cuales haya resultado electa
.

54.
En ese sentido, los derechos derivados de la ciudadanía pueden suspenderse, entre otros supuestos, por negarse a desempeñar una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación, gubernatura, o bien los cargos de jueza o juez, magistrada o magistrado del Tribunal Superior de Justicia, y magistrada o magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial. Dicha suspensión tendrá la duración del cargo que se haya rehusado a desempeñar
.

55.
Ahora bien, para determinar el plazo de suspensión de los derechos ciudadanos en el Estado de Chiapas, conforme al supuesto descrito, resulta necesario atender a la temporalidad prevista para la duración de cada uno de los cargos públicos referidos.

	CARGO
	DURACIÓN
	FUNDAMENTO

	Sindicatura, regiduría o presidencia municipal
	Tres años
	Artículo 81 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas
.

	Diputación
	Tres años
	Artículo 37 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas
.

	Gubernatura
	Seis años
	Artículo 53 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas
.

	Jueces o Magistrados del Tribunal Superior de Justicia
	Nueve años
	Artículo 28 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas
.

	Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial
	Seis años
	Artículo 75 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas
.


56.
Conforme a lo anterior, se advierte que, en el Estado de Chiapas, una persona que se niegue a desempeñar un cargo de elección popular podrá ser privada, por un plazo de entre tres y nueve años, según el empleo público de que se trate, del ejercicio de una serie de derechos políticos que asisten a sus ciudadanas y ciudadanos.

57.
Sin embargo, dado que dicha suspensión constituye en realidad una restricción a tales derechos, su ejercicio no puede limitarse ni suspenderse sino en los casos y bajo las condiciones que expresamente establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

58.
En ese sentido, este Tribunal Pleno advierte que la previsión impugnada resulta contraria al texto constitucional, pues excede el límite de un año expresamente previsto en la fracción I del artículo 38 de la Constitución Federal para la suspensión de los derechos políticos ante el incumplimiento de una obligación ciudadana.

59.
En consecuencia, debe declararse la invalidez del artículo 23, fracción IV, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, en el entendido que el plazo de suspensión de los derechos políticos por la conducta ahí descrita
, cuando se actualice sin causa justificada, será de un año, conforme a lo previsto en la fracción I del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

60.
En términos similares, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió las acciones de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017, en sesión de veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete.

61.
Finalmente, este Tribunal Pleno estima que, al haberse declarado la invalidez de la porción normativa impugnada por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, resulta innecesario el análisis de los restantes conceptos de invalidez planteados
.

VII. EFECTOS

62.
El artículo 73, en relación con los artículos 41, fracción IV, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, señalan que las sentencias deben contener los alcances y efectos de éstas, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Además, se debe fijar la fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos.

63.
Luego entonces, en atención a las consideraciones desarrolladas en el apartado precedente, se declara la invalidez del artículo 23, fracción IV, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el Decreto No. 220, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el catorce de marzo de dos mil veinticinco.

64.
Conforme a lo dispuesto por el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, esta resolución y la declaratoria de invalidez surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas.

VIII. DECISIÓN

65.
Por lo antes expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 23, fracción IV, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el Decreto No. 220, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el catorce de marzo de dos mil veinticinco, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicho Estado.

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se aprobó por mayoría de seis votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del proyecto, consistente en declarar la invalidez del artículo 23, fracción IV, en su porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas. Las personas Ministras Ríos González, Esquivel Mossa y Figueroa Mejía votaron por la invalidez total de la fracción cuestionada. La señora Ministra Esquivel Mossa anunció voto concurrente.

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de invalidez decretada surta a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas. La señora Ministra Ríos González votó en contra.

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz. La señora Ministra Ríos González votó en contra.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de diecisiete fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 48/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de diez de noviembre de dos mil veinticinco. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de abril de dos mil veintiséis.- Rúbrica.

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA SEÑORA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA, EN RELACIÓN CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 48/2025.

En sesión celebrada el diez de noviembre de dos mil veinticinco, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el expediente citado al rubro, analizó la constitucionalidad del artículo 23, fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Chiapas, reformado mediante decreto publicado en el Periódico Oficial del Estado el catorce de marzo de dos mil veinticinco.

Consideraciones de la mayoría.

En la sentencia aprobada por este Alto Tribunal, se declaró la invalidez del artículo 23, fracción IV, en la porción “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”, de la Constitución de Chiapas, por establecer un plazo de duración de la suspensión de los derechos de ciudadanía, que es contrario al plazo máximo de un año que contempla el artículo 38, fracción I, de la Constitución Federal.

La norma sometida a control constitucional establece que los derechos derivados de la ciudadanía chiapaneca pueden suspenderse, entre otros casos, cuando habiendo sido electa, una persona se niegue a desempeñar el cargo de una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación, gubernatura, cargo de Jueza, Juez, Magistrada o Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, así como de Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial.

Como consecuencia por el incumplimiento a tales obligaciones, la norma contemplaba la suspensión equivalente al tiempo que debería durar el cargo que la persona se niega a desempeñar. No obstante, el Pleno de este Alto Tribunal estimó que el plazo de suspensión de los derechos de ciudadanía era contrario al artículo 38, fracción I, de la Constitución Federal, en el cual se establece que la duración de la suspensión será de un año.

Consideraciones del voto concurrente.

En principio, coincido con la sentencia en cuanto a declarar la invalidez del artículo 23, fracción IV, impugnado, en el que se establece que la persona que se niegue a desempeñar un cargo de elección popular en el Estado de Chiapas, se le podrá suspender de sus derechos de ciudadanía chiapaneca por todo el tiempo que tendría que haber durado el cargo que se niega a desempeñar.

Lo anterior, porque de acuerdo con lo previsto en el artículo 38, fracción I, de la Constitución Federal1, la suspensión de los derechos de la ciudadanía (por faltar a la obligación de desempeñar cargos de elección popular de la Federación o de las entidades federativas) no puede durar más allá del plazo de un año.

En este sentido, si bien las entidades federativas tienen libertad de configuración para establecer supuestos para suspender o limitar los derechos de ciudadanía, cuando en la Constitución Federal se establece un supuesto tasado, las entidades federativas deben ceñirse a lo que dicta la Constitución General.

Por tanto, si en el artículo 38, fracción I, de la Constitución Federal se prevé que en estos supuestos la suspensión de los derechos de ciudadanía tendrá una duración máxima de un año, coincido con el criterio mayoritario en que la porción normativa es inconstitucional, pues en todos los supuestos enumerados en la norma impugnada, la duración del cargo es mayor a un año, por lo que invariablemente se excedería el límite máximo que contempla el artículo 38 constitucional (como a continuación se expone):

	CARGO
	DURACIÓN DE LA SUSPENSIÓN CONFORME LA NORMA IMPUGNADA

	Presidencias municipales, Sindicaturas y Regidurías
	3 años

	Diputaciones
	3 años

	Gubernatura
	6 años

	Personas juzgadoras del Tribunal Superior de Justicia
	9 años

	Magistraturas del Tribunal de Disciplina Judicial de Chiapas
	6 años


En consecuencia, como la porción normativa de la disposición impugnada sanciona con exceso el lapso de un año que la Constitución General autoriza, pues los cargos públicos de elección popular locales a los que se refiere la norma se desempeñan por periodos de tres a nueve años, es incuestionable que abiertamente excede el límite sancionatorio previsto por la Constitución Federal.

No obstante, considero que la invalidez debe recaer en toda la fracción IV, del artículo 23 impugnado, pues la norma en ningún momento dispone que la suspensión opera cuando las personas se nieguen a asumir sus cargos de elección popular “sin causa justificada”, que es uno de los elementos que prevé la fracción I, del artículo 38, de la Constitución General, para que proceda la suspensión de los derechos de la ciudadanía, condición que no previó el legislador local en la redacción de la disposición cuestionada.

Podrían existir supuestos en los que, por ejemplo, por razones de salud, una persona no pudiera asumir un cargo de elección popular y, aunque estaría plenamente justificado el motivo de la negativa a desempeñarlo, la norma cuestionada no prevé alguna salvedad para estas situaciones de fuerza mayor.

Por las razones anteriores, si bien estoy de acuerdo con el criterio mayoritario en cuanto a declarar la invalidez de la porción normativa señalada, considero que era necesario declarar la invalidez de toda la fracción IV, del artículo 23, de la Constitución de Chiapas.

Atentamente.

Ministra Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente de la señora Ministra Yasmín Esquivel Mossa, formulado en relación con la sentencia del diez de noviembre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 48/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de abril de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 24. Recibida la demanda, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación designará, según el turno que corresponda, a una ministra o a un ministro instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución.


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación


Artículo 20. Son atribuciones del Presidente o la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: […]


II. Tramitar los asuntos competencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y turnar los expedientes entre sus integrantes para que formulen los correspondientes proyectos de resolución. En caso de que la o el Presidente estime dudoso o trascendente algún trámite, designará a una Ministra o Ministro ponente para que someta un proyecto de resolución a la consideración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a fin de que éste último determine el trámite que deba corresponder; […]


� Acuerdo General número 1/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que regula la recepción, registro y turno de los asuntos de su competencia


SEXTO. Por decisión del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a fin de aprovechar el conocimiento y estudio de los asuntos turnados a las Ministras Lenia Batres Guadarrama, Yasmín Esquivel Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, en la anterior integración, se determina que continúen con el conocimiento de dichos asuntos, sin que sea necesario un nuevo acuerdo de returno. Asimismo, a las personas Ministras María Estela Ríos González y Giovanni Azael Figueroa Mejía, les corresponderán los asuntos turnados a las ponencias de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, respectivamente, previo acuerdo de returno.


El mismo tratamiento deberá darse a las acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales turnadas para instrucción, con excepción del Ministro Presidente a quien no se le turnarán este tipo de asuntos para instrucción y elaboración de proyectos. 


Los restantes y de nuevo ingreso se returnarán a través del sistema correspondiente por categoría entre las demás ponencias, conforme a la votación obtenida en el Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025 y al orden cronológico de ingreso de su presentación, hasta que se equilibren las cargas de trabajo.


Asimismo, la asignación de los asuntos que conocerá cada ponencia se publicará en los medios electrónicos oficiales y en los estrados, para efectos de transparencia y publicidad.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]


II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: […]


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; […]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación


Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; […]


� Acuerdo General número 2/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales.


SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: […]


II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; […]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; […]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.


� Véase arriba la nota 4.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal, compuesta por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental. […]


Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal. […]


Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.


� Véase el criterio jurídico de rubro “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES PROCEDENTE PARA IMPUGNAR CONSTITUCIONES LOCALES, AL SER ÉSTAS, NORMAS DE CARÁCTER GENERAL Y ESTAR SUBORDINADAS A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”. [Registro digital: 190236. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 16/2001. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIII, Marzo de 2001, página 447. Tipo: Jurisprudencia.]


� Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos


Artículo 15.- El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: […]


XI.- Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y […]


� Véase el criterio de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LINEAMIENTOS MÍNIMOS REQUERIDOS PARA CONSIDERAR QUE LA NUEVA NORMA GENERAL IMPUGNADA CONSTITUYE UN NUEVO ACTO LEGISLATIVO”. [Registro digital: 2012802. Instancia: Pleno. Décima Época. Materias(s): Común. Tesis: P./J. 25/2016 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I, página 65. Tipo: Jurisprudencia.]


� Véase la sentencia recaída en la acción de inconstitucionalidad 186/2023, resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de once de septiembre de dos mil veinticinco.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 124. Para que las adiciones y reformas a la presente Constitución puedan ser parte de la misma, se requiere:


I. Que el Congreso del Estado, con la aprobación de las dos terceras partes de los Diputados que lo integren, acuerden las reformas o adiciones.


II. Que la Minuta Proyecto de Decreto se publique en el Periódico Oficial del Estado.


III. Que la mayoría de los Ayuntamientos den su aprobación dentro de los 30 días siguientes a aquel en que hubiere comunicado la Minuta Proyecto de Decreto de reformas y/o adiciones, entendiéndose que su abstención es aprobación.


IV. El Congreso del Estado o la Comisión Permanente en su caso, harán el computo de los votos de los Ayuntamientos que aprueben la Minuta Proyecto de Decreto de reformas y adiciones y realice la declaratoria correspondiente.


� Al respecto, véase el criterio de rubro: “LIBERTAD DE CONFIGURACIÓN LEGISLATIVA DE LOS CONGRESOS ESTATALES. ESTÁ LIMITADA POR LOS MANDATOS CONSTITUCIONALES Y LOS DERECHOS HUMANOS”. [Registro digital: 2012593. Instancia: Pleno. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 11/2016 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, página 52. Tipo: Jurisprudencia.]


� Véase la sentencia recaída en la contradicción de tesis 29/2007-PS, resuelta por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de treinta y uno de octubre de dos mil siete.


La sentencia recaída en la acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, resueltas por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veintiocho de mayo de dos mil nueve.


Y la sentencia recaída en la acción de inconstitucionalidad 78/2017 y su acumulada 79/2017, resueltas por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete.


� Convención Americana sobre Derechos Humanos


Artículo 23. Derechos Políticos 


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 


a) De participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 


b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 


c) De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 


2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.


� Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos


Artículo 25. Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:


a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;


b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;


c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 20.- La ciudadanía chiapaneca se reconoce a quienes nazcan en Chiapas, así como a las mujeres y los hombres mexicanos que hayan residido en el estado por un periodo de más de cinco años consecutivos.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 22. Toda persona que sea ciudadana en el Estado tienen derecho a:


I. Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley.


El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral, para el caso de gubernatura, diputaciones locales y miembros de Ayuntamientos, corresponde a los partidos políticos, en los términos que determine la legislación.


II. Votar en las elecciones correspondientes e intervenir en todos los procesos de participación ciudadana, de acuerdo a la legislación de la materia. Quienes residan en el extranjero podrán votar de acuerdo a lo que especifique la ley.


III. A ser preferidas, cuando exista igualdad de condiciones, frente a quienes no lo sean para desempeñar cualquier cargo o comisión siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la normatividad correspondiente.


IV. Tomar parte en los asuntos políticos del estado mediante la formulación de peticiones y la asociación libre y pacífica.


V. Exigir que los actos de los poderes públicos del Estado sean transparentes y públicos.


VI. Solicitar el registro de candidaturas independientes conforme a los requisitos, condiciones y términos que señale la ley, con excepción de las candidaturas para ser Jueza, Juez, Magistrada, Magistrado del Tribunal Superior de Justicia; y Magistrada y Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial.


VII. Participar en las consultas relativas al presupuesto participativo de su municipio o del Gobierno del Estado, conforme a las reglas establecidas en la ley de la materia.


El presupuesto participativo es un instrumento de participación ciudadana, por el cual se decide el destino de un porcentaje de los recursos públicos; para ello, el Gobierno del Estado y los Ayuntamientos Municipales destinarán en su presupuesto de egresos, una partida equivalente al menos al quince por ciento del presupuesto dedicado a inversión pública.


Los ayuntamientos podrán convenir entre sí cuando se trate de zonas metropolitanas y con el Poder Ejecutivo Estatal en su caso, la inversión pública conjunta, determinada por los habitantes del o los municipios involucrados, cuya decisión será tomada mediante el instrumento señalado.


VIII. Participar y votar en las consultas populares en los términos de la ley que para tal efecto emita el Congreso del Estado, y que tengan trascendencia estatal, regional o municipal, las cuales se constituyen como el principal mecanismo para garantizar la inclusión y participación del pueblo en la toma de decisiones y ejercicio del poder político, con el objetivo de contribuir a la gobernabilidad, el fortalecimiento de la eficacia y eficiencia del Estado y en su legitimidad frente a la ciudadanía.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 21. Las obligaciones de quien tenga la ciudadanía chiapaneca son: […]


II. Desempeñar los cargos de elección popular en los cuales haya resultado electos o aquellos para los que haya sido designado. […]


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 23. Los derechos derivados de la ciudadanía chiapaneca pueden suspenderse: […]


IV. Por negarse a desempeñar a una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación, gubernatura, cargo de Jueza, Juez, Magistrada o Magistrado del Tribunal Superior de Justicia; y Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial; esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar. […]


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 81. Los ayuntamientos tendrán una duración de tres años; serán asambleas deliberantes y tendrán autoridad y competencia propias en los asuntos que se sometan a su decisión, pero la ejecución de estas corresponderá exclusivamente a los presidentes municipales. […]


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 37. El Congreso del Estado se integrará en su totalidad con diputados electos cada tres años. Por cada diputado propietario se elegirá una persona suplente, en los términos que señale la ley. […]


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 53. El Gobernador o Gobernadora comenzará a ejercer su cargo el 8 de diciembre del año de su elección y durará en él seis años. […]


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 28. […]


Las Juezas, Jueces, Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, durarán en sus funciones nueve años, con posibilidad de reelección en forma consecutiva cada que concluya su periodo, solo podrán ser removidas o removidos de su encargo en los casos y conforme a los procedimientos que establezca esta Constitución y el Código de Organización del Poder Judicial del Estado de Chiapas.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas


Artículo 75. […]


Para ser elegibles, las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 74 de esta Constitución y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. Durarán seis años en su encargo, serán sustituidas de manera escalonada y no podrán ser electas para un nuevo periodo. Cada dos años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria. […]


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas 


Artículo 23. Los derechos derivados de la ciudadanía chiapaneca pueden suspenderse: […]


IV. Por negarse a desempeñar a una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación, gubernatura, cargo de Jueza, Juez, Magistrada o Magistrado del Tribunal Superior de Justicia; y Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial; esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar. […]


� Véase el criterio jurídico de rubro “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ”. [Registro digital: 181398. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 37/2004. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, Junio de 2004, página 863. Tipo: Jurisprudencia.]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley.


Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […]


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; […]


Artículo 43. Las razones que justifiquen las decisiones de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la federación y de las entidades federativas. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias.


La Suprema Corte no estará obligada a seguir sus propios precedentes. Sin embargo, para que pueda apartarse de ellos deberá proporcionar argumentos suficientes que justifiquen el cambio de criterio.


La Suprema Corte estará vinculada por sus precedentes en los términos antes descritos, incluso cuando éstos se hayan emitido con una integración de Ministras y Ministros distinta.


Artículo 44. Dictada la sentencia, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará notificarla a las partes, y mandará publicarla de manera íntegra en el Semanario Judicial de la Federación, conjuntamente con los votos particulares que se formulen.


Cuando en la sentencia se declare la invalidez de normas generales, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará, además, su inserción en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren publicado.


Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. […]


1 “Artículo 38.- Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden:


I.- Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las obligaciones que impone el artículo 36. Esta suspensión durará un año y se impondrá además de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley;


(…)”.





